
 

Número Identificador 

 

SEN______________ 

 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

Panel X 
 

 
ZORINÉS TORRES 

AGUIRRE 

 
Demandante-Apelada 

 

 
v. 

 
 

JOSÉ ÁNGEL CASTRO 

PÉREZ 
 

Demandado-Apelante 
 

 
 

 
 

KLAN201901283 

Apelación 
procedente del 

Tribunal de 
Primera 
Instancia, Sala 

Superior de San 
Juan 

 
Civil Núm. 
SJ2019RF00766 

 
Sobre: 

Divorcio 
 

 

Panel integrado por su presidenta, la jueza Birriel Cardona, el juez 
Bonilla Ortiz y la jueza Cortés González 

 
Cortés González, Jueza Ponente  
 

 
SENTENCIA 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de diciembre de 2019. 

Comparece el señor José Ángel Castro Pérez (señor Castro 

Pérez o apelante) ante esta sede judicial, mediante el recurso de 

Apelación de título.  Solicita la revisión de la Sentencia notificada el 

11 de noviembre de 2019, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan.  Mediante la referida Sentencia, el foro 

apelado, entre otras cosas, declaró roto y disuelto el vínculo 

matrimonial existente entre éste y la señora Zorinés Torres Aguirre, 

(señora Torres Aguirre o apelante) otorgó a ésta la custodia 

monoparental del hijo procreado entre ambos y fijó relaciones 

paternofiliales.  

Luego de examinar el recurso, concedimos término a la señora 

Torres Aguirre para presentar su Alegato, por lo que contamos con la 

postura de ésta.  A los fines de ejercer nuestro rol revisor, requerimos 

del foro primario nos proveyera la regrabación de los procedimientos 

judiciales que dieron lugar al dictamen recurrido.  Con su beneficio, 
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tras examinar el tracto procesal del caso y las normas jurídicas 

aplicables a la controversia, adjudicamos el recurso interpuesto. 

I. 

El expediente revela que las partes de epígrafe contrajeron 

matrimonio en el año 2013.  Durante la relación matrimonial 

procrearon al menor AJCT, quien a la fecha de la demanda tenía 5 

años de edad.  El 27 de agosto de 2019, la señora Torres Aguirre 

instó demanda sobre divorcio bajo la causal de ruptura irreparable.  

En ésta, solicitó se le concediera la custodia sobre el menor y se hizo 

constar que las partes adquirieron bienes muebles y obligaciones 

sujetos a liquidación y división.  Solicitó, además, se regulen las 

relaciones paternofiliales, las que usualmente se han llevado a cabo, 

los sábados después de las 7:00 pm a domingo 8:00 pm.  Indicó 

interesar que se fijen, “como se han venido realizando, fines de 

semana alternos”.  

El foro apelado expidió la correspondiente citación y notificó el 

señalamiento sobre vista de alimentos ante la Examinadora de 

Pensiones Alimentarias.1  De otro lado, el juez a cargo del caso, 

emitió Orden calendarizando la vista de divorcio para el 10 de 

octubre de 2019.   

Ese día, al ser llamado el caso para la vista pautada, se 

encontraban en el salón de sesión, la representante legal de la señora 

Torres Aguirre, así como las partes.  Estas informaron su interés en 

divorciarse y la abogada de la señora Torres Aguirre hizo expresiones 

en torno a acuerdos sobre la pensión, y, en cuanto a las relaciones 

filiales mencionó que la doctora que atiende al menor recomendó 

unas relaciones específicas e indicó que por el momento no se le 

deben alterar los días al menor de acuerdo a la disponibilidad de las 

                                                 
1 El señor Castro Pérez compareció a través de su representante legal mediante 
Moción Asumiendo Representación Legal y sobre Transferencia de Vista por Conflicto 
de Calendario. Dicha vista fue reseñalada y se encuentra pautada para el 19 de 

diciembre de 2019.  
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partes.  Luego de un turno posterior al caso, concedido por el 

tribunal, se incorporó al proceso la representante legal del señor 

Castro Pérez.  

Durante el interrogatorio de éste, la representante legal del 

señor Castro Pérez informó que en horas de la mañana (8:01:24 am) 

había presentado electrónicamente su Moción sobre Contestación a 

Demanda y Reconvención.  Informó que entendía que había 

presentado la misma, pero se percató que no lo había hecho.  En 

esencia, aceptó las alegaciones relacionadas a la causa del divorcio y 

negó las relativas a la custodia.  Sobre estas afirmó que “No es cierto 

que el menor haya estado solo bajo la custodia de la madre” y 

reclamó “su derecho a que se le reconozca una custodia compartida”.  

En la Reconvención interpuesta presentó una sola alegación a través 

de la cual reiteró su reclamo sobre custodia compartida y suplicó que 

se refiera a la brevedad el caso ante la Unidad de Trabajo Social. 

En la vista, ambas partes declararon y fueron 

contrainterrogadas.  Una vez concluyó el desfile de prueba, el 

magistrado expresó en Sala sus determinaciones, las que luego, hizo 

constar en la Sentencia que emitió y que fue notificada el 11 de 

octubre de octubre de 2019.  Esta inicia haciendo referencia a “la 

vista de divorcio celebrada hoy 10 de octubre de 2019”, aunque 

aparece el 8 de octubre de 2019 como fecha de emitida.  El Tribunal 

hizo constar la fecha y lugar en que fue contraído el matrimonio, los 

datos que obran en el certificado de matrimonio, el nombre y fecha de 

nacimiento del menor procreado.  Así, encontró probada la causal de 

ruptura irreparable por lo cual declaró Con Lugar la demanda de 

divorcio.  A su vez, otorgó la custodia legal del menor a la madre y 

sobre la patria potestad dispuso que sería compartida por ambos 

progenitores.  También fijó una pensión alimentaria provisional y 

dispuso que las relaciones paternofiliales se llevarán a cabo 
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alternando sábado a las 7:00 pm a domingos a las 8:00pm, sujeto a 

modificación de terapista por escrito. 

El mismo día en que se notificó la Sentencia, el señor Castro 

Pérez había presentado una Urgente Moción para que se Levante la 

Anotación de Rebeldía; Presentando Causas que Justifican Remedio 

y/o Solicitando Regrabación de la Vista de Divorcio.  El 15 de octubre 

de 2019, el foro primario notificó dos (2) órdenes.  La primera para 

declarar Sin Lugar la solicitud de anotación de rebeldía y la segunda 

para atender la Contestación a Demanda y Reconvención.  Sobre esta 

última determinó: “Véase Sentencia de Divorcio”.   

El 31 de octubre de 2019, el señor Castro Pérez, interpuso una 

moción para que el tribunal primario reconsiderase la determinación 

de no levantar la rebeldía.  Reiteró su solicitud de que la custodia 

fuese compartida y de que se refiriera el caso a la Unidad de Trabajo 

Social.  La señora Torres Aguirre se opuso.  Mediante Orden fechada 

4 de noviembre de 2019, el foro apelado atendió los escritos de las 

partes y declaró Sin Lugar la solicitud de reconsideración. 

Inconforme, el señor Castro Pérez presentó el recurso de 

Apelación que nos ocupa, en el que le atribuye al foro primario la 

comisión de los siguientes errores:  

emitir una sentencia de divorcio, inconsistente con los 
hechos procesales del civil número SJ2019RF00766, al fechar 
la misma con anterioridad a la celebración de la vista; ignorar 
la alegación responsiva presentada en el caso, no hacer 
referencia a la jurisdicción del Tribunal. Ni ha (sic) lo 
declarando en la vista ni fundamentar dicha sentencia en los 
hechos probados en la vista bajo testimonio jurado de las 
partes.  Al actuar así, violó el derecho constitucional del 
apelado al debido proceso de ley, en su modalidad procesal. 
 

al sostener, una sentencia de divorcio, inconsistente, 
con lo dispuesto en la Ley 223-2011 que declara como política 
pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico para los 
casos donde la custodia de un menor este en controversia, la 
presunción de custodia compartida y denegar dirimir la 
controversia ordenando el estudio social que determina dicha 
ley refiriéndolo a la unidad social para el informe con 
recomendaciones correspondiente.  Al así hacerlo, el TPI violó 
el derecho constitucional al debido proceso de ley sustantivo, 
según dispone la Ley 223-2011. 
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En su Alegato, la señora Torres Aguirre sostiene que la 

determinación del Tribunal de Primera Instancia no violó el debido 

proceso de ley del señor Castro Pérez.  Afirma que aun cuando el 

señor Castro Pérez incumplió con las reglas procesales 

correspondientes, tuvo la oportunidad de presentar su reclamo de 

custodia compartida, por lo que la sentencia debe ser confirmada.  

II. 

-A- 

El derecho a criar un hijo se encuentra contemplado dentro del 

concepto de libertad de la Enmienda Decimocuarta de la 

Constitución de los Estados Unidos de América.  Rentas Nieves v. 

Betancourt Figueroa, 201 DPR 416, 428 (2018); Rexach v. Ramírez, 

162 DPR 130 (2004).  En virtud de lo anterior, el Tribunal Supremo 

de Puerto Rico ha resuelto que “[l]os menores de edad no son meras 

criaturas del Estado; por ende, la relación entre los padres e hijos 

está protegida constitucionalmente y se ha establecido que los padres 

tienen derecho a decidir sobre el cuido, la custodia y el control de sus 

hijos”.  Íd.  “[E]l proceso de privar de custodia a cualquiera de los 

progenitores para que solo uno obtenga -por el mejor bienestar del 

menor- el pleno disfrute de esta, conlleva claras consideraciones de 

debido proceso de ley”.  Rentas Nieves v. Betancourt Figueroa, supra.  

En ese contexto, existen dos acepciones en la doctrina del debido 

proceso de ley, una sustantiva y otra procesal.   

La dimensión sustantiva tiene como objetivo proteger y 

salvaguardar los derechos fundamentales de las personas al 

requerirle al Estado justificación para intervenir con los mismos.  Por 

otro lado, el aspecto procesal del debido proceso de ley exige el 

cumplimiento de unas garantías procesales.  Las garantías que 

conforman el debido proceso de ley son: la concesión de una vista; 

una notificación oportuna y adecuada; el derecho a ser oído; el 
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derecho a confrontarse con los testigos; a presentar prueba oral y 

escrita en su favor y, la presencia de un adjudicador imparcial. López 

y Otros v. Asoc. de Taxis de Cayey, 142 DPR 109, 113 (1996); 

Henríquez v. Consejo Educación superior, 120 DPR 194, 202 (1987).   

Es por ello que, de manera reiterada, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha resuelto que en los casos sobre patria potestad, 

custodia y relaciones de filiales, el principio cardinal que debe guiar a 

los tribunales es el mejor bienestar del menor.  Candelario Vargas v. 

Muñiz Díaz, 171 DPR 530, 543 (2007); Rexach v. Ramírez, supra, 

págs.147-148; Maldonado v. Burris, 154 DPR 161, 164 (2001).  Los 

tribunales están llamados a ejercer su poder inherente, en la función 

de parens patriae del Estado, de velar por el mejor interés de los 

menores.  Pena v. Pena, 152 DPR 820, 832-833 (2000).  Cualquier 

conflicto que un tribunal perciba entre intereses ajenos y el mejor 

bienestar del menor, se deberá resolver a favor del menor.  Ortiz v. 

Meléndez, 164 DPR 16, 28 (2005).  El mejor bienestar del menor 

significa el balance entre los diferentes factores que pueden afectar la 

seguridad, salud, bienestar físico, mental, emocional, educativo, 

social y cualesquiera otro dirigido a alcanzar el desarrollo óptimo 

del/la menor.  Art. 3(x) de la Ley Núm. 246-2011, conocida como la 

Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores, 8 LPRA 

secs. 1101 et seq.  En los pleitos donde se dilucida la custodia, patria 

potestad o las relaciones filiales, el tribunal no puede actuar 

livianamente. 

La Ley Núm. 223-2011, conocida como Ley Protectora de los 

Derechos de los Menores en el Proceso de Adjudicación de Custodia, 

(32 LPRA secs. 3281-3188), establece como política pública de 

nuestro país, “la promoción de la custodia compartida y 

corresponsabilidad sobre los hijos; la consideración de la misma 

como primera alternativa en los casos que se ajuste el mejor 
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bienestar del menor; y el promover la participación activa de ambos 

progenitores en las actividades de los hijos, en el mayor grado 

posible”.  Artículo 1 de la Ley Núm. 223-2011, (32 LPRA sec. 3181n) 

(Propósito).  Por su parte, el Artículo 3 de dicho cuerpo legislativo 

define el concepto de custodia compartida como “la obligación de 

ambos progenitores, padre y madre, de ejercer directa y totalmente 

todos los deberes y funciones que conlleva la crianza de los hijos, 

relacionándose con éstos el mayor tiempo posible y brindándoles la 

compañía y atención que se espera de un progenitor responsable”.  

Artículo 3 de la Ley Núm. 223-2011, (32 LPRA sec. 3181).   

Sobre la consideración de la custodia compartida, el Artículo 4 

de la Ley Núm. 223-2011, (32 LPRA sec. 3182), establece lo siguiente: 

[e]n todos los casos de divorcio, separación o disolución 
de una relación consensual donde estén involucrados menores 
de edad, la custodia compartida de los menores, aun contra la 
voluntad de alguno de los progenitores que interesa se le 
otorgue la custodia monoparental, se considerará si es 
beneficiosa a los mejores intereses del menor, salvo prueba en 
contrario y con excepción de los casos en que apliquen las 
exclusiones establecidas en la sec. 3181 de este título.  Por lo 
tanto, los tribunales deberán evaluar y considerar la custodia 
compartida sujeto a lo dispuesto en este capítulo.  El juez se 
asegurará, previo a solicitud de parte, que se cumplan con los 
planes establecidos para la custodia compartida.   

 

Nada de lo contenido en esta sección se entenderá como 
que conlleva que es compulsorio fijar la custodia compartida 
por los tribunales.  En los casos que se demuestre que alguno 
de los progenitores no se encuentra capacitado para ostentar 
la misma, los tribunales, actuando en beneficio de los 
tribunales deben estar atentos a cualquier actuación frívola e 
infundada de alguno de los progenitores, dirigida a impedir 
que el otro progenitor disfrute de la custodia compartida, aun 
cuando se encuentre capacitado para ello.  

 

Al considerarse una solicitud de custodia en la que surjan 

controversias entre los progenitores en cuanto a la misma, el tribunal 

referirá el caso al trabajador social de relaciones de familia, quien 

realizará una evaluación y rendirá un informe con recomendaciones 

al tribunal.  Para esto el juez y el trabajador social considerarán los 

trece (13) criterios que provee el Artículo 7 de la Ley Núm. 223-2011, 

(32 LPRA sec. 3185).  La recomendación de custodia del trabajador 

social y la determinación del Tribunal tendrá como propósito: 
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garantizar el mejor bienestar del menor.  El análisis 
debe considerar la custodia compartida como primera opción, 
siempre que ello represente el mejor bienestar del menor.  De 
ello no ser así, el trabajador social y el Tribunal, cuando 
corresponda, hará la determinación que entienda más 
beneficiosa para el menor. 

 

[. . .] 

 

No obstante lo anterior, el Tribunal siempre tendrá 
discreción judicial para la determinación y adjudicación de 
custodia, protegiendo siempre los mejores intereses y el 
bienestar de los menores a la luz de todas las circunstancias 
existentes. Artículo 8 de la Ley Núm. 223-2011, (32 LPRA sec. 
3186).  

-B- 

Los procesos judiciales se rigen por normas de derecho 

sustantivo, las reglas que conducen el trámite de la causa y el 

derecho evidenciario que va dirigido a probar los hechos alegados y a 

descubrir la verdad de forma justa, rápida y económica.  Edgardo 

Rivera García, El valor del testimonio pericial en los procesos 

judiciales, 47 Rev. Jur. U Inter PR 87, 88 (2013).  La integración y el 

análisis de estos aspectos que están inmersos en un juicio, le 

permiten al juzgador de los hechos dirimir controversias y, en 

consecuencia, fijar las responsabilidades según el estado de derecho. 

Íd.  Nuestro derecho probatorio prescribe las normas para la 

presentación, rechazo, admisibilidad, evaluación y suficiencia de la 

evidencia que las partes tienen a bien presentar.  Íd. 

Al momento de determinar cuáles hechos han quedado 

establecidos o demostrados, el juez que presida los procedimientos lo 

hará con sujeción de los parámetros siguientes: 

a. [e]l peso de la prueba recae sobre la parte que resultaría 
vencida de no presentarse evidencia por alguna de las 
partes.  

 
b. [l]a obligación de presentar evidencia primariamente, 

recae sobre la parte que sostiene la afirmativa en el 
asunto en controversia.  

 
c. [p]ara establecer un hecho, no se exige aquel grado de 

prueba, que excluyendo posibilidad de error, produzca 
absoluta certeza.  

 
d. [l]a evidencia directa de una persona testigo que merezca 

entero crédito es prueba suficiente de cualquier hecho, 
salvo que otra cosa se disponga por ley.  
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e. [l]a juzgadora o el juzgador de hechos no tiene la 
obligación de decidir de acuerdo con las declaraciones de 
cualquier cantidad de testigos que no le convenzan 
contra un número menor y otra evidencia que le resulte 
más conveniente.  Regla 110 de Evidencia, (32 LPRA Ap. 
VI, R. 110).  

 

Por otro lado, la Regla 42.2 de Procedimiento Civil, (32 LPRA 

Ap. V, R. 42.2), dispone que las determinaciones de hechos basadas 

en prueba testifical no se dejarán sin efecto, a menos que sean 

claramente erróneas.  Moreda v. Roselli, 150 DPR 473 (2000). 

III. 

El caso que propicia el recurso que nos ocupa lo origina la 

demanda sobre divorcio instada por la señora Torres Aguirre, la que 

incluye además, causas de acción sobre custodia, patria potestad y 

fijación de relaciones filiales.  La señora Torres Aguirre, solicitó se le 

concediera a ella la custodia sobre el menor procreado y alegó que, 

desde la separación de las partes, ella ha ostentado su custodia.  

Tras los trámites de rigor, el foro primario convocó a las partes a la 

vista sobre divorcio.  Dicha vista fue celebrada el 10 de octubre de 

2019, según pautada.  Aun cuando la representante legal del 

apelante no se encontraba presente al inicio de los procedimientos, se 

integró al trámite y en representación del señor Castro Pérez, 

contrainterrogó a la señora Torres Aguirre e interrogó a su 

representado.  Es durante este proceso, cuando a preguntas hechas 

al apelante sobre “que distinto solicitaba”2, que el Juez que preside la 

vista, cuestiona sobre ello y, es entonces, cuando se hace constar que 

en esa misma mañana el apelante había presentado su alegación 

responsiva a la demanda e interpuesto una Reconvención por la vía 

electrónica3, hecho que el Tribunal y la apelada desconocían. 

                                                 
2 La abogada del apelante pregunta a éste en el examen directo, cuál es su reclamo 

en cuánto a la Reconvención por él incoada y con relación a los derechos sobre su 
hijo.  
3 El expediente es electrónico y se encuentra bajo el Sistema Unificado de Manejo 

de Casos (SUMAC). 
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No se desprende de la Sentencia ni de la regrabación de la 

vista, que el foro primario le anotara la rebeldía al señor Castro Pérez. 

Tampoco surge que se proveyera al Tribunal ni a la apelada, una 

copia de cortesía del documento presentado.  Así, tampoco que se le 

haya requerido a ésta proveerlo. Sobre el particular, el Juez 

manifestó que ese día tenía que tomar una determinación sobre la 

custodia del menor. 

De los testimonios de las partes se desprende que, las 

alegaciones sobre las causas del divorcio fueron admitidas por el 

apelante.  Este labora como cartero en el Correo Federal y sus días de 

trabajo son rotativos.  En más de una ocasión durante el último año, 

la apelada tuvo que salir del país por motivos de trabajo y por 

acuerdo entre las partes, el menor pernoctó durante ese tiempo de 

manera prolongada con el apelante.  Las partes, habían acordado que 

el menor sería recogido en la casa de la apelada para relacionarse con 

su padre sábados y domingos todas las semanas.  El menor está 

siendo atendido por una psicóloga del Centro de Atención Psicológica 

para Adolescentes, Niños e Infantes quien ha recomendado una 

estructura fija para el menor.4  

Aun cuando lo que había era un señalamiento para vista de 

divorcio, las partes luego de que concluyera el desfile de prueba sobre 

el divorcio, se expresaron sobre la custodia del menor.  Al advenir en 

conocimiento el Tribunal de que había una solicitud de custodia 

compartida y que ello era una controversia en el caso, indicó “pase la 

prueba, no de lo que él pide, sino de lo que está ocurriendo hoy” con 

el menor.  Luego de ello, y de decretar roto y disuelto el vínculo 

matrimonial, el Tribunal primario adjudicó a favor de la apelada la 

custodia del menor de manera final.  Lo cierto es que, la controversia 

sobre custodia compartida no fue referida para que un trabajador o 

                                                 
4 No se presentó evidencia documental sobre esa recomendación ni se abundó 

sobre lo que constituye una estructura fija. 



 
 

 
KLAN201901283    

 

11 

trabajadora social investigara y rindiera un informe social con 

recomendaciones, que le permitiera tomar al Tribunal una decisión 

fundamentada sobre la custodia del menor.  La Sentencia dictada no 

menciona los elementos que tomó el Tribunal en cuenta para 

conceder la custodia a la madre, aun cuando la Ley le exigía 

considerar la custodia compartida como primera opción, siempre que 

ello represente el mejor bienestar del menor.  No consta de la 

regrabación ni del expediente apelativo, que la solicitud del apelante 

sobre ese referido haya sido atendida. 

Como indicamos, es norma reiterada, que al evaluar una 

solicitud sobre custodia compartida, el principio rector que deben 

tomar en cuenta los tribunales, es si es o no beneficiosa a los mejores 

intereses y bienestar del menor.  La Ley requiere que el experto en 

estos asuntos, esto es, el trabajador o trabajadora social, sea la 

persona que auxilie al tribunal para tomar una decisión que 

responda a ese principio y que lleve a emitir decisiones razonables y 

justas.  Entendemos que en las circunstancias particulares del caso, 

el foro primario se excedió en el ejercicio de su discreción, al 

adjudicar en su totalidad la demanda en la vista de divorcio que 

había convocado y emitir un dictamen de custodia monoparental 

final.  

De otra parte, en cuanto a las relaciones filiales, observamos 

que la prueba vertida en la vista reveló que las partes las habían 

acordado extrajudicialmente.  Según las alegaciones de la demanda, 

la apelada interesaba que fueran fines de semana alternos.  Sin 

embargo, no se presentó prueba oral o científica que justificara 

alterarlas.  El foro primario las reguló fines de semana alternos, aun 

cuando las partes las habían acordado en su origen todos los fines de 

semana; no obstante, debido a su plan de trabajo, el apelante no 

siempre podía ejercerlas cada fin de semana. Las partes declararon 
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que entre ellos, no habían ocurrido desavenencias en ese aspecto, e 

inclusive, en ocasiones las relaciones filiales se daban en los días 

libres del apelante.  Entendemos que no había base en la prueba 

para que el juzgador modificara lo acordado y dispusiera que las 

relaciones filiales fueran en fines de semana alternos. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se modifica la Sentencia 

apelada, exclusivamente a los fines de revocar y dejar sin efecto la 

determinación de custodia efectuada y la modificación en relaciones 

paternofiliales.  En su lugar, la señora Torres Aguirre ostentará la 

custodia provisionalmente.  Se ordena al foro primario que refiera el 

asunto de custodia compartida a la Unidad de Trabajo Social para 

evaluación, investigación e informe, luego de lo cual deberá dar a las 

partes la oportunidad de aceptar o impugnar el informe social.  

Mientras tanto, las relaciones paternofiliales se realizarán todos los 

fines de semana, desde sábado a las 7:00 de la noche a domingo a las 

8:00 de la noche.  El menor será recogido y devuelto en el hogar de la 

apelada.  Lo aquí dispuesto, no es óbice para que las partes acuerden 

días adicionales a éstos, conforme la situación laboral del apelante lo 

permita.  Se ordena además, que el Tribunal de Primera Instancia, 

enmiende la sentencia a los fines de corregir la fecha de dictada que 

lee 8 de octubre, lo cual entendemos fue un error involuntario, por 

cuanto la fecha en que se celebró la vista y fue decretado el divorcio, 

fue el 10 de octubre de 2019.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


